Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 9 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social tiene el honor de recibir al señor Bermúdez, integrante de la Federación 
Uruguaya de la Salud, a quien le da la bienvenida. 


SEÑOR BERMUDEZ.- Muchas gracias. 


Ante la dificultosa y grave situación de crisis que está viviendo el sector de la salud privada -tema que se ha tratado en esta 
Comisión en varias oportunidades- hoy nos preocupa y nos interesa particularmente señalar la situación que se genera desde el 
punto de vista laboral, en virtud de distintos planteamientos que han hecho, por un lado, instituciones en forma individual y, por otro, 
Cámaras empresariales de la salud a nivel de la negociación colectiva del sector. 


Comenzando por el último planteo, el sector de la salud privada negocia colectivamente su convenio salarial en la órbita del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Cabe destacar que la Federación de la Salud Privada representa a 18.000 trabajadores 
afiliados en todo el país, pero se calcula que hay alrededor de 21.000 ó 22.000 trabajadores de la salud privada a nivel nacional. 
Como decíamos, su convenio colectivo, elaborado por el denominado Grupo 40 desde el año 1985, se negocia a través del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, con la participación de las Cámaras empresariales del sector, integradas por la 
Federación Médica del Interior, la Unión de la Mutualidad del Uruguay y el Plenario de Instituciones de Montevideo. 


El convenio pasado culminó el último día del mes de junio y había sido firmado por seis meses. Este implicó un incremento salarial 
del 2,51% para el sector, e incluyó algunas cláusulas importantes, como por ejemplo la de creación de distintas comisiones que 
iban a estudiar la evolución del sector; pero, sobre todo desde el punto de vista político, fue una definición de nuestro gremio, como 
una salida a la grave situación de crisis, ya que estábamos dedicando todas nuestras energías a la concreción de los acuerdos de 
la llamada Comisión Multisectorial que, como los señores Senadores conocen, se conformó en el ámbito del Ministerio de Salud 
Pública, integrada por las Cámaras empresariales del sector, los trabajadores no médicos, los trabajadores médicos a través del 
Sindicado Médico del Uruguay y el Poder Ejecutivo. Fue así que llegamos a un dificultoso acuerdo, por seis meses, que luego se 
vio trabado por la falta de voluntad de las Cámaras empresariales del sector en cuanto a ratificarlo, por una diferencia con el Poder 
Ejecutivo en lo relativo al incremento de la cuota mutual. 


Al día de hoy, la Comisión Multisectorial -conformada el último día del mes de enero del presente año y que culminó sus tareas el 
día 4 de abril- diagnosticó la situación del sector y acordó una serie de medidas a implementar en forma inmediata, recordando que 
el título del documento que esta Comisión tiene es: "Medidas inmediatas para solucionar la crisis del sector y mantener la 
estabilidad del empleo". Sin embargo, ninguna de esas medidas ha sido aplicada. Como consecuencia no directa, pero sí derivada 
de esa situación, las instituciones MIDU y COMAEC, como es de público conocimiento, fueron clausuradas por el Ministerio de 
Salud Pública y en este momento se está tratando de negociar en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -a través de la FUS y 
del documento de la Comisión Multisectorial, y con la participación de los trabajadores del sindicato base- la incorporación de los 
trabajadores a sus puestos de trabajo. El día viernes, en una nueva reunión, se va a llegar a una definición y se va a distribuir a los 
trabajadores, de acuerdo con el porcentaje establecido en el documento de la Multisectorial, entre aquellas instituciones que hayan 
tomado afiliados de la ex COMAEC. 


La de MIDU es una salida particular, a través de una negociación propia con el CASMU, en la cual la Federación Uruguaya de la 
Salud no participa. Por tratarse de esa negociación individual entre los trabajadores de la ex MIDU y del CASMU, no tenemos 
todavía una definición clara de cuántos van a ser los puestos de trabajo que se van a mantener. 


Este preámbulo es para decir que en la reunión mantenida el lunes de esta semana en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
las instituciones del sector manifestaron su voluntad de proponer rebajas salariales a los trabajadores no médicos -que fueron 
acordadas en dicho Ministerio a través de este convenio salarial- y su disposición a cambiar las condiciones de trabajo establecidas 
en el laudo del Grupo 40, tanto en la duración de la jornada laboral como en las distintas formas de implementación del trabajo. 


El laudo del Grupo 40 tiene hoy fuerza de ley y fue acordado en el año 1987, con retroactividad a 1985; allí se establecen las 
categorías laborales y la duración de la jornada laboral. Incluso, el planteo de las instituciones es cambiar el pago por antigúedad 
que hoy se le retribuye a los trabajadores no médicos. En todos estos casos estamos hablando de un cambio a la baja de las 
condiciones laborales establecidas y de las retribuciones salariales. Esto lo plantea la Federación Médica del Interior y el Plenario 
de Mutualistas de Montevideo. 


El Ministerio de Economía y Finanzas, que es el que regula en materia salarial los ritmos de negociación con relación a la pauta 
salarial para el sector, en ninguna de las dos reuniones mantenidas hasta el momento ha definido claramente cuáles son los 
márgenes de negociación. Recordemos que el mes pasado ha habido un aumento de cuota de un 2,93%, de lo cual nada se ha 
volcado a salarios; ha sido exclusivamente en beneficio de las instituciones, con la consiguiente dificultad para los usuarios que ven 
aumentada la cuota mutual más de lo que ya está al día de hoy. En los últimos cinco años, la cuota mutual aumentó, 
aproximadamente, un 64%. 


Con esto queremos señalar que se trata de una situación concreta a nivel general, y a nivel particular se traduce en propuestas de 
rebaja salarial en distintas instituciones de Montevideo, como por ejemplo en los sanatorios Evangélico, Larghero, Universal, 
IMPASA, así como en Mercedes, Maldonado y Artigas. Quiero aclarar, además, que hay trabajadores en el Seguro de Paro en 
algunas instituciones como el Sanatorio Italiano. 


Entendemos que esto tiene dos aspectos. El primero de ellos se refiere a la crisis mutual, que sigue sin ser debidamente atendida 
por parte del Poder Ejecutivo, básicamente, a través del Ministerio de Salud Pública. El día lunes estuvimos reunidos con el señor 


Ministro de Salud Pública, quien se comprometió a convocar a la Comisión Multisectorial, pero al día jueves esa Comisión sigue sin 
ser convocada. Recordemos, también, que el documento final de la misma fue acordado el día 4 de abril. Por otro lado, los 
argumentos de las instituciones son que no tienen señales del Poder Ejecutivo para, de alguna manera, paliar la crisis y, por lo 
tanto, realizan estos ajustes. Globalmente, las propias Cámaras empresariales nos plantean convenios de rebaja salarial. 


La segunda precisión con respecto a esto es que, en los propios estudios que hizo el Ministerio de Salud Pública, publicados en el 
mes de julio del año 2000, se plantea que el salario del sector de la salud privada ocupa, promedialmente, el 65% de los recursos 
de las instituciones. De ese 65%, el 3,5% del personal ocupado percibe casi el 18% del total de la masa salarial. Dentro de ese 
3,5%, encontramos 700 salarios de $ 70.000 mensuales y los diez sueldos principales del sector, que están entre $ 290.000 y $ 
470.000. El promedio de sueldo del trabajador no médico de la salud privada es de $ 7.000. Estos salarios se dan en un sector que 
debe casi U$S 400:000.000 al conjunto de acreedores, tanto bancarios como comerciales. Con todo esto queremos señalar que es 
claro que hay un desequilibrio muy importante desde el punto de vista de las retribuciones salariales, algunas de las cuales están 
sumamente desproporcionadas; recordemos que en ese 3,5% ubicamos a cirujanos, anestesistas, administradores y gerentes. 
Además, este sector destina U$S 1:500.000 por mes a gastos de publicidad y marketing. Por lo tanto, estamos convencidos de que 
no es precisamente el salario de los trabajadores no médicos el que genera o profundiza la crisis en que está inmerso el sector. Sin 
duda, de no aplicarse medidas que tengan carácter de solución de fondo, aquéllas de índole de ajuste salarial no alcanzarán para 
salvar a ninguna institución en particular ni al sector en general. 


Por otra parte, en la Comisión Multisectorial, la FUS propuso topear los salarios del sector, por todo concepto, en $ 36.000 —es 
decir, el importe de dos canastas básicas familiares- por lo menos en forma transitoria hasta lograr equilibrar la situación. Esta 
medida contó con la oposición del Sindicato Médico del Uruguay, que considera que el documento de la Comisión Multisectorial, en 
realidad, es parte de la estrategia del Gobierno para destruir al sector mutual. Por nuestra parte, estamos convencidos de lo 
contrario, y más allá de las diferencias que podamos tener desde el punto de vista estratégico con la política de gobierno del Poder 
Ejecutivo, creemos que dicho documento refleja parte de las propuestas que la FUS aporta para solucionar esta crisis. 


Para finalizar, quisiera señalar que, como es sabido, el Poder Ejecutivo acordó con el Banco Interamericano de Desarrollo un 
préstamo país por un monto total de U$S 250:000.000. Según información brindada por el señor Ministro el lunes pasado, una 
primera parte de U$S 75:000.000 estaría llegando los primeros días de octubre. En el documento de la Comisión Multisectorial 
dejamos claramente establecido que el dinero que llegue al sector debe estar condicionado a los cambios del modelo asistencial, 
porque no nos parece conveniente desperdiciar nuevamente esos recursos en un pozo sin fondo, tal como ha sucedido hasta 
ahora, producto de las malas gestiones llevadas a cabo por las instituciones y del escaso desarrollo de políticas por parte del 
Ministerio de Salud Pública en cuanto al contralor de la situación del sector y a su racionalización. Sin embargo, ahora se está 
dando un hecho curioso, ya que el propio préstamo del BID determina que el 10% del monto total debe destinarse a la 
recapacitación del personal, y en el día de ayer las instituciones comenzaron a enviar a sus trabajadores a recibir cursos en una 
institución que no está claramente definida; no sabemos cómo se maneja ni dónde está ubicada, pero con certeza fue contratada 
por el Ministerio de Salud Pública. 


Las instituciones realizan planteamientos de rebajas salariales como los que hemos mencionado, aduciendo que el BID y las 
auditorías les proponen dichas rebajas. El señor Ministro de Salud Pública señala que eso es falso, pero si no lo es, los salarios 
percibidos por estos instructores estarían siendo pagados por los trabajadores mediante sus rebajas salariales. Nos parece que 
este es un hecho sumamente grave, pero constituye un detalle dentro de la serie de aspectos que hemos relatado. 


Asimismo, nos preocupa el papel que juegan las auditorías, porque se nos ha comentado que como el proyecto del BID tiene una 
duración de trece años, las auditorías estarían conformando una asociación civil para monitorear durante este lapso el desarrollo 
del proyecto, por supuesto que cobrando. Creemos que resulta un buen convenio de estabilidad laboral que ya quisiéramos tener 
los trabajadores, por lo que nos parece un despropósito. 


Todo esto contribuye a que la crisis del sector se siga profundizando, y no vemos que haya alguna medida que produzca una 
evolución favorable. Además, se pretende utilizar a los trabajadores no médicos del sector. Muchas veces hemos tenido la 
paciencia de Job y la sonrisa de la Monna Lisa para escuchar largas argumentaciones por parte del Poder Ejecutivo y del Ministerio 
de Salud Pública sobre los cambios propuestos para el sector. También hemos puesto voluntad y mucha cabeza en la búsqueda de 
soluciones, pero nuestro tiempo y nuestra paciencia se han agotado —lo digo con todo respeto- y creemos que es hora de que 
surjan medidas inmediatas. Por eso solicitamos a los integrantes de esta Comisión que no sólo se ocupen del tema en forma 
global, sino también de los detalles que hemos explicitado, que son una forma más de llevarse una tajada de esta gran torta que es 
la salud a nivel privado. La dirección política del gremio, la FUS, se reunirá este viernes para analizar la situación pero, sin duda, no 
esperamos un escenario favorable ni tranquilo para los próximos días, ya que todos estos aspectos agudizan la tensión de los 
trabajadores. Entonces, tal vez la respuesta política de nuestro gremio será profundizar la situación de conflictividad a la que nos 
han llevado. 


SEÑORA ARISMENDI.- La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social ha tenido conocimiento —por momentos ha seguido 
con detenimiento y a veces sólo ha dispuesto de la información- de la situación del sector mutual. 


Personalmente, me preocupan algunos hechos. Por un lado, todos hemos valorado los momentos de dificultades serias, como 
cuando se produjo el cierre de MIDU y de COMAEC. En esa oportunidad, algunos miembros de la Comisión de Salud Pública 
participamos de ciertas instancias, tanto con el Ministerio de Salud Pública como en las negociaciones que se llevaron a cabo con 
ese propósito. Debemos recordar que cuando concurrió a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social integrada con la de 
Salud Pública el entonces titular de esa Cartera, el contador Fernández Ameglio, puso sobre la mesa lo que en aquel momento era 
un borrador de lo que luego se denominó el Acuerdo de Abril de la Comisión Multisectorial. En lo que me es personal, me parece 
que fue muy importante el acuerdo firmado en abril, porque al mismo tiempo que apuntaba al problema de fondo, aseguraba que en 
el caso de que existieran instituciones que no pudieran encontrar otro camino, resolvieran de esa manera la situación de sus 
trabajadores. 


En mi opinión, lo primero que tiene que tener en cuenta esta Comisión como parte del trabajo que viene realizando, es el 
seguimiento, por un lado, de lo que se está instrumentando en lo que tiene que ver con la puesta en práctica del acuerdo de abril 
en lo que respecta a COMAEC, donde efectivamente se está llevando a cabo una redistribución de trabajadores en función del 
número de usuarios que se distribuyen entre las distintas instituciones. En este caso, se está cumpliendo con el acuerdo de abril, 


pero creo que sería interesante que esta Comisión, como dije antes, hiciera ese seguimiento. Por otro lado, si bien como fruto de 
las resoluciones que los propios trabajadores de MIDU adoptaron -de las cuales hemos tenido un conocimiento directo- el acuerdo 
de los trabajadores de esta institución se celebró directamente con el Centro de Asistencia del Sindicato Médico del Uruguay, creo 
que ello no exime a los Ministerios de Trabajo y Seguridad Social y de Salud Pública, ni al Parlamento —que estuvo trabajando en 
este sentido, sin éxito, pero lo hizo- de hacer el correspondiente seguimiento del cumplimiento de los acuerdos, más allá de las 
valoraciones que podamos tener acerca de cómo fueron instrumentados dichos acuerdos. En todo caso, el Centro de Asistencia del 
Sindicato Médico del Uruguay se comprometió a la absorción, en determinado plazo y con ciertos procedimientos y prácticas de 
recapacitación y concurso, de los trabajadores de la ex MIDU, en función de que obtuvo los convenios colectivos de socios de 
todos aquellos sindicatos que tenían convenio con MIDU. Téngase en cuenta que estamos hablando de por lo menos 7.000 u 8.000 
socios. Por lo tanto, este es el otro tema que la Comisión debería abordar en el seguimiento de lo que se acordó en el marco del 
acuerdo de abril. Dicho de otro modo, tenemos dos formas de salir del problema; veamos cómo se cumplen ambas y cuáles son 
sus resultados. 


Por otra parte —y seguramente este punto la Comisión lo tratará después y no en presencia del representante de la FUS- creo que 
esta situación tiene que ver con el préstamo del BID, en qué condiciones viene, a quién se dirige y cuál es su objetivo. A este 
respecto hemos conversado informalmente con el Ministerio y sabemos cuál es la disposición personal, aunque esto va más allá de 
lo que puede significar una disposición personal, porque se trata de mucho dinero. El objetivo que declara el Ministerio de Salud 
Pública, y que no tenemos por qué poner en tela de juicio, es el de fortalecer al sector; pero es demasiado dinero. 


Hemos hecho el seguimiento de otros préstamos voluminosos, pues nos interesa cumplir con nuestro papel de contralor. En este 
caso, nos interesa ver si realmente se apunta al objetivo que el Ministerio expresa que tiene por delante, que es el de fortalecer al 
sector mutual, con todo lo que significa en el marco de la Salud Pública en general, el peso del sector mutual en la salud de la 
población y lo que implicaría para toda esa franja que puede quedar en una tierra de nadie si no se atiende en Salud Pública o en 
los servicios mutuales. Desde este punto de vista, creo que tenemos que analizar lo que pase con este préstamo y de qué manera 
se condiciona o no al pago de los trabajadores. 


Quiero decir con toda franqueza, señor Presidente, que nos interesa realizar el seguimiento de lo que se hace con los dineros 
públicos; alguien paga, no es un dinero que nos llegue como beneficencia. Por eso, si los cursos ya están pagos por parte de la 
rebaja salarial, me parece que habría que mirar muy bien cómo es que, en un momento determinado, el Ministerio presionó con los 
préstamos a fin de que se cumplieran algunos acuerdos que habían hecho las instituciones. En síntesis, creo que ese es un tema 
estrictamente laboral, cuyo análisis corresponde a esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer algunas preguntas y, quizás, algunos comentarios en la misma línea que la señora 
Senadora Arismendi. 


En primer lugar, quisiera saber cuántos son en total los trabajadores no médicos de MIDU y de COMAEC que quedaron en la calle, 
y cuántos han sido tomados hasta ahora en virtud de los acuerdos del 4 de abril. 


SEÑOR BERMUDEZ.- En primera instancia, estaríamos hablando de 530 trabajadores no técnicos entre MIDU y COMAEC. 
Inclusive, se propuso un acuerdo que al final no se alcanzó -fue rechazado por los trabajadores de MIDU- que tendía a realizar un 
paquete de trabajadores y socios y repartirlos, según la proporción, lo que ayudaría a aumentar el número de trabajadores que 
fueran tomados directamente. 


Cabe recordar que el documento de la Multisectorial, en el punto específico sobre el cierre de las mutualistas establece, además de 
los coeficientes de acuerdo a cada categoría laboral de la institución que toma a los trabajadores, dos bases de datos que, en 
realidad, son bolsas de trabajo donde permanecen hasta un total de veinticuatro meses, o sea que si los trabajadores no entran en 
primera instancia, son incorporados a esa bolsa de trabajo. Además, se dividen de acuerdo con el salario. Esto hace que en 
principio ingresen directamente aquellos que perciben hasta $ 6.000, con lo cual se busca privilegiar a quienes perciben salarios 
más bajos. 


En el caso de COMAEC, aún no está definido el número total, ya que en los últimos días —ayer hasta altas horas de la noche- 
hemos estado haciendo el conteo de acuerdo con la cantidad de socios. Hasta ayer, entonces, estábamos hablando de entre 190 y 
230 trabajadores, pero nos estaban faltando 2.000 socios sin identificar. Más allá de que el documento establece la prohibición de 
hacer publicidad sobre aquella institución que cierra -esto se cumple en el caso de COMAEC y no en el caso de MIDU porque no 
entró en el acuerdo del 4 de abril- igualmente hubo alguna campaña de intermediación lucrativa, o vía promotores, mediante la cual 
se ganó algún socio. Sin embargo, como el compromiso con Salud Pública es el seguimiento a través del número de Cédula de 
Identidad, con la apertura de los padrones que han sido cerrados al 1* de junio se va a poder identificar claramente a la totalidad de 
los afiliados. 


Puede pasar, también, que el padrón mutual que figura sea mayor de lo que es en realidad. Cabe recordar que en él se incluye la 
cuota promedio que paga DISSE por socio. Aclaro que esta afirmación que hacemos no está basada en pruebas directas, sino en 
el conocimiento de lo que habitualmente sucede; más que una afirmación, es un comentario, pero lo teníamos que hacer. 


Entonces, lo concreto es que lo referente a COMAEC se terminará de definir en el día de mañana a las 16 horas, en el Ministerio 
de Salud Pública, en una audiencia con las catorce instituciones que firmaron el documento, que son las que están obligadas a 
tomar afiliados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Se trata del documento que se hizo en medio de la crisis y no el del 4 de abril? 


SEÑOR BERMÚDEZ.- La pregunta que hace el señor Presidente de la Comisión es fundamental. El documento en el que está 
incluido COMAEC es el del 4 de abril, mientras que lo que logró MIDU es producto de una evaluación particular de sus trabajadores 
de acuerdo con su situación. Ellos estaban convencidos de que el mejor camino era hacer una negociación aparte y que eso era 
superior —ojalá así sea- a lo del 4 de abril. Por lo tanto, firmaron un acuerdo con la institución CASMU que tiene una serie de 
particularidades. Por ejemplo, habla de la creación de una bolsa de trabajo donde se incluye a todos los trabajadores de MIDU, así 
como de la concreción de un concurso cerrado entre los trabajadores de MIDU para acceder a los cargos del CASMU. Se refiere a 
la inclusión de los puestos de trabajo de los trabajadores de MIDU, pero eso tiene otro plazo porque también se considera la 


entrada de los socios de MIDU al CASMU. De alguna manera, eso es similar al punto b) del documento del 4 de abril, que 
menciona una proporcionalidad. 


Pensamos que para el CASMU ha sido un excelente negocio la incorporación de casi 11.000 afiliados que, en su mayoría, están en 
convenios colectivos y no son socios particulares, por lo que tiene asegurado el cheque todos los fines de mes. La situación de las 
otras instituciones es distinta. Reitero que esto ha sido muy ventajoso para el CASMU y nosotros lo analizaremos en el ámbito de 
discusión política de la FUS en el día de mañana. Esperamos que sea igualmente ventajoso para los trabajadores de MIDU. 


SEÑORA ARISMEND!.- Quisiera saber cuál es la situación desde el punto de vista del seguro de paro. Ese es uno de los puntos 
que tendría que abordar, tanto para la gente de COMAEC como para la de MIDU. En el caso de MIDU, tengo claro —por haber 
estado tantos días allí- que como algunos trabajadores ya habían estado en el Seguro de Paro durante todos estos meses, se 
necesitaría de un Seguro de Paro especial. No conozco la situación actual de los trabajadores de MIDU ni de COMAEC con 
respecto a los plazos de dichos Seguros de Paro. 


SEÑOR BERMUDEZ.- El documento establece la permanencia hasta veinticuatro meses en el Seguro de Paro, y ese es un 
problema porque éste se puede extender hasta dieciocho meses. Este es un elemento que, además de negociarlo con el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, sería muy importante que esta Comisión nos diera una mano con él en el sentido de lograr el 
adicional. Por otra parte, debemos considerar que a algunos trabajadores que ya estaban en Seguro de Paro, ahora se les vencía y 
hay que negociar una nueva prórroga de éste. En primera instancia, sería un Seguro de Paro por treinta días, tal como lo establece 
el documento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera plantear algunas inquietudes, para después dar un panorama más general. El señor Bermúdez 
ha dicho que el CASMU se lleva una porción importante de asociados por convenios colectivos, lo que sería un negocio muy 
importante. Asimismo, el CASMU absorbería funcionarios con las características del acuerdo del 4 de abril , aunque en su 
oportunidad no haya firmado dicho acuerdo. ¿Cuántos funcionarios de MIDU estarían hoy en la incertidumbre? En lo que tiene que 
ver con COMAEC, habría 30 ó 40 -son 190 de 230- que todavía no saben qué pasa, ¿pero cuántos de MIDU se supone que están 
en una suerte de incertidumbre? 


SEÑOR BERMUDEZ.- Esa pregunta no es fácil de contestar, porque el documento establece lamentablemente no lo tengo acá, 
pero lo haré llegar a la Comisión- en primera instancia que el concurso será a los sesenta días, luego de constatarse la ganancia de 
afiliados de la mutualista CASMU. Por lo tanto, al día de hoy, no podemos decir a ciencia cierta cuál es el número de trabajadores 
que van a ingresar directamente a la mutualista CASMU. Eso lo sabremos en los próximos días. Como Federación, tenemos una 
incertidumbre importante con respecto a ese punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si otras entidades captaran asociados, ¿valdría el acuerdo del 4 de abril? ¿El acuerdo de MIDU con el 
CASMU invalida o deja con las manos libres a las otras asociaciones que hayan captado socios de MIDU? De esa manera, 
estaríamos ante una situación de la que nos daremos cuenta dentro de equis días, pero en la que habría trabajadores que no 
sabrían qué va a pasar con ellos. Eso sería independientemente de los veinticuatro meses de Seguro de Paro que, de todas 
maneras, también se termina. 


SEÑOR BERMUDEZ.- La afirmación que hace el señor Presidente de la Comisión es correcta. El acuerdo del 4 de abril no rige en 
el caso de MIDU, en el que directamente hubo promoción, publicidad y captación de socios por otras instituciones, sobre todo los 
particulares. Los compañeros trabajadores no médicos de MIDU basaron toda su negociación en la fuerza que tenían los convenios 
colectivos, que se hacen a través de empresas públicas, sindicatos de base, federaciones, empresas de transporte y sus 
sindicatos. Perfectamente pudo darse el caso de captación de socios MIDU que no sean CASMU, y ninguna asociación que los 
haya absorbido está obligada a tomar trabajadores MIDU. El acuerdo rige exclusivamente para el CASMU. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me queda una preocupación con respecto a esto. Sé que hubo Senadores, tanto de esta Comisión como 
de otras, que siguieron el caso especialmente y, naturalmente, nuestro invitado tiene un conocimiento mucho más cabal del tema 
que nosotros; pero lo cierto es que el 4 de abril hubo un intento de buena fe para evitar que los trabajadores pagaran los platos 
rotos de la situación de crisis del mutualismo que todos conocemos. Sabemos que igual va a haber problemas y somos conscientes 
de ello. Me da la sensación de que la crisis en este momento desbordó a las autoridades y puso en tela de juicio el futuro de una 
serie de funcionarios. 


La sociedad uruguaya está empeñada en que esto se vaya resolviendo, e incluso, vamos a endeudarnos para que se solucione 
adecuadamente. A mi juicio, esto implica que algunos de los efectos puedan ser reparados, pero me da la sensación de que, en 
cuanto a lo que viene, si bien el acuerdo del 4 de abril es bastante bueno, tiene el problema de que los intereses de la salud, que 
son enormes y muy poderosos, sobrepasen todo. No sé si no habría que exponer claramente las reglas de juego para que esto no 
nos sobrepase en el futuro. No estoy mirando para atrás, sino hacia adelante. No sé cuáles deben ser los acuerdos a firmar. 


Pienso que podemos dejar la puerta abierta para que ciertos sindicatos de mutualistas, cuando éstas se cierran, puedan hacer 
negociaciones. No quiero erosionar el acuerdo a que se ha llegado a este respecto por parte de los trabajadores de MIDU, pero si 
hay otras entidades que los capten, luego deberían hacerse cargo en las proporciones que corresponda. Desconozco cuáles son y 
seguramente la señora Senadora Arismendi conoce más profundamente el tema. Quizás no sea sólo un marco, sino el acuerdo del 
4 de abril con algunas puertas que nos permitan ciertas soluciones creativas. 


No quiero atar todo de tal manera que la realidad igual termine superando a la ley, pero si hay una entidad que toma asociados, ese 
beneficio debe compensar en algo a los trabajadores. Tal vez tampoco abarque a todos los que aspiraríamos, y aclaro que ni 
siquiera estoy planteando eso. Esperemos que no ocurra que en el caso de COMAEC terminen casi todos los empleados llegando 
a un arreglo en los próximos veinticuatro meses —en los cuales la sociedad paga el Seguro de Paro- y que con respecto a MIDU 
suceda algo que no deseamos, es decir, que una cantidad importante de funcionarios quede con una mano atrás y otra adelante. 
Me parece que este es un momento en el que no deberíamos agregar desgracia a la desgracia. Si la sociedad no estuviera 
pagando el Seguro de Paro, endeudándose para pagar todo el sistema mutual y no hubiera un beneficio como tienen las 
mutualistas en la captación de socios, quizás no estaría haciendo estos planteamientos; pero aquí hay una regulación de la 
sociedad que me permite sugerir que reflexionemos y pidamos contrapartidas a quien va a tener beneficios. 


Esta es una reflexión que hago personalmente y es parte de lo que ya había expresado la señora Senadora Arismendi. Creo que 
quizás hacia atrás podemos hacer poco, pero podemos hacer mucho hacia adelante, ya que la tarea del mutualismo no está 
terminada, ni muchos menos. Incluso, ni siquiera se ha empezado a otorgar el crédito. Cuando revisemos la versión taquigráfica 
seguramente analizaremos una serie de aspectos que planteó el señor Bermúdez. 


SEÑOR BERMUDEZ.- En primer lugar, pedimos la palabra para señalar la reafirmación sobre el documento de la Comisión 
Multisectorial que hace la Federación Uruguaya de la Salud. Este es un instrumento sumamente válido que a nuestro gremio le 
costó mucho esfuerzo, años de lucha y descuentos importantes —de muchos miles de pesos- por la realización de paros. Todo eso 
se hizo con la idea de lograr este acuerdo y, por lo tanto, ratificamos su validez. 


Asimismo, el VIl Congreso del PIT — CNT que ha finalizado recientemente, en el punto número 30 de las cuarenta medidas 
elaboradas, señala la necesidad de procesar cambios estructurales en el sector de la salud privada de acuerdo con el documento 
de la Comisión Multisectorial. Por lo tanto, el tema ya no es patrimonio solamente de la Federación Uruguaya de la Salud, sino del 
conjunto del movimiento sindical y eso reafirma aún más la vigencia del documento mencionado como herramienta válida para 
lograr una transformación. 


En segundo término, además de agradecer a esta Comisión por el tiempo que nos ha brindado, quiero señalar que la solución del 
problema pasa justamente por la profundización y aplicación de las medidas del 4 de abril. Más allá de declaraciones, reiteramos 
que no sabemos si por el cambio de Ministro o por una lógica distinta por parte del Poder Ejecutivo, se ha producido un 
enlentecimiento paulatino en las medidas a aplicar y tememos que cuando se pongan en práctica dejen de tener efecto porque el 
sector ya se habrá autorregulado a través del esquema producido por el mercado. Eso significaría una cantidad aún mayor de 
trabajadores que quedarían en la calle, lo que también perjudicaría a los usuarios. Las presiones que seguramente recibirá el 
conjunto de la sociedad sobre este tema tal vez hagan que no resista el documento ni la propia estructura del mutualismo, con lo 
cual se multiplicarian los males que ya padecemos. 


Esto era lo que queríamos manifestar y una vez más agradecemos a la Comisión por habernos escuchado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del representante de la Federación Uruguaya de la Salud. 


(Se retira de Sala el representante de la Federación Uruguaya de la Salud.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


